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Se publicó conforme á ley, siendo el voto de
los señores Ribeyro y Eguiguren por la no nuli-
dad. De que certifico.

César de Cárdenas
Cuaderno No. 298.——Añ0 1906.

Carece de eñcaciajurídica el reconocimiento de la fl-
liación natural, practicado ante los datarios que
estableció el Reglamento expedido en 1874— por el

Concejo Provincial de Lima.

Don julio Montero con I;: testamenteria de don ]uá,n
Manuel Montero sobre derecho ¿¡ unos bienes.—
Procede de Lima.

Excmo. Señor:

lnvoczmdo derechos de hijo natural recono-
cido, (lonjulí0 Montero demanda la parte que
en calidad de tal le corresponde en la sucesión de
don Íuan Manuel Montero.

Funda su título en el certificado de fojas 1
expedido por el Jefe de la sección de Registros del
Estado civil del Concejo Provincial de Lima, se-
_gún cuyo texto don José Manuel Montero con-
firió poder en noviembre de 1874 á don Nicanor
Ayulo, datario del distrito cuarto de esta ciu-
dad, para que hiciera inscribir en el libro de na.—
cimíentos al niño Julio Pancracío Montero á
quien reconocía como hijo natural.

En el papel privado, no fehaciente de fojas
181 que lleva al pié el nombre de ]. Manuel
Montero, se tacha de falsa la firma que de éste
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aparece en el original trascríto en el dicho cer-
tífi 'ado de fojas 1.

En ladílígcncia de cotejocorríente á fojas 82
vuelta entre aquella firma y la de una escritura
pública suscrita en 1874— por don juan Manuel
Montero. el perito de latestamentaría demanda-
da manifiesta que ambas son absolutamente
distintas, y el del actor que en ella no encuentra
igualdad.

En la claúsula primera del testamento otor-
gado en 1877 ante el notario Iparraguirre cuyo
testimonio se halla 21 fojas 99, don juan Manuel
Nl(mtcro declara que no reconoce á ningun hijo
níjamás ha adoptado á nadie 1:01…) tal.

El fallo de primera instancia desestima la
demanda.

Pero la Iltma. Corte Superior de este distrito
judicial, rcvocámlolo. la declara fundada aducien-
do como considc 'zu1(lo principal, que el recono-
cimiento se ha hecho en instrumento público de
nacimiento. por cuanto redactada el acta “por
el Guarda del estado civil conforme al tenor de
la extendida ante el Datarío y adherida á ella
como su comprobante, formanzm1bas el verda—
dero registro del este¡(10 civil, siendo esencial y
p10piamentc constitutiva del acta la última
mencionada por haber intervenido en ella el ofi-
cial delcstado civil, elp1cscntantc_v los testívos
que son las t1cº entidades que deben concu1rír
pa1ala comprobación de] acto dela vida civil.”

Ese considerando es evidentemente erróneo.
El Fiscal prescinde de las cartas de fojas 89

y siguientes, exhibidas por don julio Montero,
por que no consta que las haya suscrito don
Juan Manuel Montero, y también porque, in-
dependientcmentc de no encontrarse en ellas ni
aluciones cn pró de la filiación sub judice ese de-
bcrde concienciasólo se efectúa; según el artículo-
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238 de] Código Civil, en el registro de nacidos ó
en la partida de bautizo ó en escritura pública 6
en testamento.

Prescinde asi mismo en 10 absoluto de] pa-
pel privado en que se tacha de falsa lá ñ!ma del
nombrado don juan Manuel en el documento de
poder á favor del datario, (le la diligencia de co-
tejo, de la dec1aración testament:uºia, y aún de
la circunstancia esencial de consignar explícita-
mente el nombre de José el dicho poder atribui—
do á don juan.

Admiticndo que tal documento se ha]lc auto-
rizado por el último. la cuestión es en efecto de
mero derecho; y basta para resolverla cl exa-
men de su valor jurídico, completamente nulo
en 10 que á reconocimiento de hijo natural con-
cierne.

L:: ley de Municipalidades del 9 de abril de
1873 dejóá cargo de los Concejos Ios registros
de] estado civi1, facultándolos para su reglamen-
tación en su artículo 92 inciso 8.º

En ejercicio de t:tl atribución. c] Á]c:lldc del
Concejo meincial (lc [im:l expidió el ch'l:l-
monto11<)_x(1c10g:1(10(1012: de julio de 1874, cs-
tal>lccicmlo cn :1d:1 dist11to (lc l:L capital con el
11<)111b1'0(10 I):Lt:lrios "agentes c11':11'g:ulos<lcdi-
fundir eritre los habitantes de la provincia el co-
nocimiento de las diSposiciones legales, de esti-
mul:ulos¿¡ cum plirlas. y facilitarles los medios de
11enar aquellos requisitos con que los hechos de
nacimiento, m atrimonio y muerte, han de ma-
nifestarse y hacerse constar. ”

Dispuso el artículo 2, qu_elos Registros se
llevaran por una mes:: de] servicio de estadística
provincia], bajo la custodiae inmediata ¡espon-
sabilidad de un “Oñcia1 Guarda de los Estados
Civiles;” y el 3, que los datarios que habían d e
recorrer el distrito con el objeto de prevenir y
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conmínar en cada caso á los jefes de familia recí-
bieran poderes especiales de éstos, venciendo así
su decidía.

A fin de tomar práctica la sábía institución
hasta entonces casi desconocida por el público y
extraña á las costumbres. quedaron así creadas
las datarías en diversos barrios de la ciudad,
conforme al régimen antiguo prescrito en el ar-
tículo 417 del Código Civil que encomendó los
libros al gobernadorde cada distrito; pero, aun—
que empleados de estadística, los datarios no asu-
mieron como esos funcionarios calidad de regis-
tradores, sino de simples apoderados del decla-
rante.

Cuanto á la inscripción de los matrimonios,
aquella representación no se halla prevista en el
dicho Código cuvos artículos 433 y 445 sólo la
autorizan ampliamente pena los nacímíentosy
defunciones; motivo por el que con referencia á
ese acto, el Reglamento Municipal limitó los de-
beres de su agente al d ' aviso; según el artículo
"6 los matrimonios, en efecto, debía nmanífestar-
se por los contrayentes sin intervención y direc-
tamente ante el Alcalde.

El artículo 3 del mismo, dispuso en su inciso
º que entregados los poderes al Guarda de los

Estados Civiles, debían correr con los Registros
como comprobantes de las partidas que el últi-
mo extienda; guardando también conformidad
con el artículo 221 del Código Civil á mérito de
-cuyo texto las autorizaciones y demás documen-
tos deben estar unidas á las actas.

De lo expuesto, se deduce con todaevídencía.
que el Reglamento Municipal de 1874 se cíñó á
la letra y espíritu de la ley que no era lícito ín-
fríngír, so pena de nulidad ipso iure. señalando
entre 1apartida extendida por el Guarda y el
poder exhibido por el datarío la misma diferen—
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cía notoria que según el Código Civil existe en-
tre el asiento del registro y el mandato anexo
de1jefe de familia.

Son íñstrumentos auténticos, preceptúa el
artículo 727 inciso 8.0 del Código de Enjuicia-
mientos, las partidas de nacimiento, de matrí—
monío ó de muerte libradas conforme al Código
substantivo.

Luego, si ese mandato no Se transcribe en
dicha partida, es obvio que para los efectos ju—
rídicos, no formajunto con ella el verdadero re—
gistro del estado civil, como lo considera la Cor—
te. Lo constituye el asiento por sí sólo. '

_ Por otra parte, si el libro de poderes en favor
suyo,que llevaba el datario no fué el registro, co—
mo perentoriamente 10 manifiestan los trozos“
transcritos de la ordenanza en cuyo cumplimien—
to se abrió ese libro, es también obvio que el di—
cho oído referente á filiación natural, no es el re-
conocimiento que en el registro mencionado pres-
cribe categóricamente el artículo 238.

Tampoco es correcto caliñcnr de instrumen—
to auténtico aquella cartu-podcr a11tc csc agente
de propaganda —— sin delegación del Concejo ni
del Alcalde, sin autoridad propia, sin funciones
públicas — cuya intervención activa se redujo á
los nacimientos y defunciones; siendo en conse—
cuencia írrito tal documento simple en cuanto se
relacionare con los matrimonios y otros actos
ajenos á la modesta esfera de acción de quien lo—
autoriza.

Como comprobante de partida, queda aque—
lla carta dentro de sus límites legales: acredita
el encargo para la declaración del hecho del naci—
miento.

Pero en 10 que al reconocimiento de hijo na—
tural atañe, el datario fué un simple testigo cu-
ya presencia habría sido eficaz como la de cual—
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quier partícular,si esa declaración de trascenden-
tal importancia, se hubiere actuado ante los fun-
cionarios competentes.

Luego, no existe razón plausible para repu-
tar bonificada la infracción notoria de la ley que
bajo tal punto de vista deja de relieve la carta-
podcr; ni para considerar esta, cual también 10
hace la Corte con olvido del artículo 2278 del
Código Civil, como esencial y constitutiva de la
inscripción en el registro 51 la que personalmente
no concurrió el presunto declarante, dándole así
eñcaciajurídica—por el hecho de hallarse anexa
con distinto propósito— precisamente en lo que
en si lleva dems;unable nulidad.

Si entre las cuat1o formas que para el reco—
nocimiento p1ecisa el artículo 238,5g111'“ la de la
escritura pública, lógicamente el mandato rela-
tivo á ese acto no puede menos de conferirsc con
idénticas solemnidades.

La sentencia revocatoria se ha pues pro—
nunciado cont ”a lo expresamente dispuesto en
los artículos citados de los códigos civil y de en-
juiciamientos.

El Fiscal concluye que hay nulidad en
ella; por lo que VF. debe, en su concepto, refor-
marla y conhrmar la de 1*—[ instancia que decla-
ra infundada la demanda de 1). julio Montero.

Lima, 51 11 de octubre de 1906.
SEOANE.

Lima, octubre 27 de 1906.

Vistos: de conformidad con el dictámen del
señor Flscal, cuyos fundamentos se reproducen,
declararon haber nuhdad en la sentencia de v¡sta
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de fojas 180, su fecha 8 de agosto del presente
año; reformándola, confirmaron la de lº-1 ins-
tancia de fojas 143, su fecha 13 de enero úl-
timo, que declaraínfundada la demanda inter-
puesta por D. Julio Montero 5 fojas 2, para que
se le reconozca el derecho invocado por él en la
sucesión de D. Juan Manuel Montero, de la cual
se absuelve á los herederos del expresado Mon-
tero, sin costas; y los devolvieron.

Guzmán.— Castellanos.— Ribeyro.—León.— Fi—
gueroa.

Se publicó conforme 51 ley.

Cásar de Cárdcnas.
Cuaderno No 496.—Año 1906.

Nulidad de lo actuado por seguirse por los trámites

de querella un juicio por lesiones comprendidas

en la 2º' parte del artículo 251 del Código Penal.

Inicio seguido por doña Carmen Inducoch % Zevallos

contra doña Lorenza 1miacochea Zevallos por le-

siones.—Procede de A requipa.

VISTA DEL SEñ0R FISCAL DE LA ILUSTRÍSIMA CORTE

SUPERIOR DE AREQUIPA

Iltmo. Señor:

Doña Carmen Indacochca Zevallos se quere-
lló cont¡a doña Lorenza Indacochea Zevallos
por lesiones y conato de homicidio. Después de
varias incidencias, sellenaron las formalidades


